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2. Pactarán las cláusulas excepcionales al dere. 
cho común de terminación, interpretación y rnn, 
dificación unilaterales, de sometimiento a las leyes 
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de servicios públicos o la explotación y canee. 
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concesión de bienes del Estado se incluirá la 
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Las entidades estatales podrán pactar estas cláu- 
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GILLES LIPOVETSKI 

Los diez mandamientos de las 
democracias postmoralistas 

Hubo una vez una moral impuesta por la 
religión. Después vino la del Iluminismo. 
Hoy, en la sociedad de consumo, domina 
la tercera, donde el derecho prevalece so- 
bre el deber y el bienestar sobre el bien. 
Empleamos el término "post" para definir 
los nuevos sistemas de producción y, por 
extensión, la sociedad actual (post-indus- 
trial), el fin de una época histórica (post- 
comunismo) y el estado de nuestra cultura 
(post-moderno). Pero nos habíamos olvi- 
dado de la moral. Peor aún: al paso que la 
moral se ponía de moda, hasta ahora na- 
die se ha preguntado si también la moral 
no es "post", como todo lo demás. Así 
piensa el filósofo francés Gilles Lipovetski. 
Según él, estamos en pleno post-moralismo. 
El autor del célebre libro La era del va­ 
cío, al que siguió El imperio de lo efíme­ 
ro, ha dedicado a la sociedad post-moralista 
un amplio ensayo que acaba de publicar 
Gallimard: El crepúsculo del deber o La 
ética indolora de los nuevos tiempos de­ 
mocráticos. Crepúsculo del deber, ética 
indolora: ¿qué es lo que nos propone 
Lipovetski? Fuimos a Grenoble, donde vive 
y enseña, y le pedimos para L'Espresso 
los nuevos diez mandamientos de las de- 
mocracias postmoralistas. Éstos son: 

1. La democracia reconoce a todo in- 
dividuo el derecho a la felicidad y a la 

libre realización de sus intereses, pero 
esto no puede darse sin virtudes privadas 
y públicas. Sin ética, la República muere. 

2. La República no exige el sacrifi- 
cio de las personas, pero sí pretende de 
ellas la práctica de virtudes "modestas". 
En primer lugar, la honestidad y el res- 
peto de las leyes. Moral modesta no sig- 
nifica débil, sino firme en los valores 
humanistas básicos y 'sin ambiciones rege- 
neradoras. 

3. La República privilegia las lógicas 
del diálogo, liberales, pragmáticas, que 
desembocan en la búsqueda de lo mejor 
y no del Bien. Rechaza toda forma de 
fundamentalismo y de intransigencia y 
las cruzadas de los valores ( contra la droga, 
el aborto, la pornografía, la ciencia, et- 
cétera). 

4. La inteligencia del "justo medio" 
debe prevalecer tanto en el campo ético 
como en el político y en el económico. 
Son mejores las acciones "interesadas" 
pero capaces de mejorar la condición hu- 
mana, que "las buenas intenciones", sin- 
ceras pero impotentes. 

5. La República necesita la crítica so- 
cial y la diversidad de opiniones, a con- 
dición de que no degeneren ni en violencia 
física ni en el rechazo del otro. La tole- 
rancia es un imperativo absoluto. 
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6. Las grandes declaraciones morales 
no son ya instrumentos suficientes para 
combatir la propagación del racismo y la 
xenofobia. Los diques más sólidos se cons- 
truyen luchando contra la desocupación, 
la marginalización, la degradación de las 
periferias urbanas, e informando objeti- 
vamente a los ciudadanos. 

7. La República no se contenta con la 
pura moral individual, sino que se es- 
fuerza por extenderla a las políticas so- 
ciales de solidaridad, de reducción de las 
desigualdades, de formación de los hom- 
bres, sin las cuales el porvenir se trans- 
formaría en una selva violenta de intereses 
privados. 

8. El universo de la empresa debe con- 
tribuir a la construcción de un mundo más 
justo y respetuoso del ser humano. Esto 
no significa un llamamiento a su genero- 
sidad, que es incompatible con la realidad 
de los negocios, sino pretender que en la 
empresa se vaya hacia un nuevo contrato 
social y en pos de compromisos inteligen- 
tes: menos dirigismo patronal a cambio 
de una menor rigidez sindical; mayor fle- 
xibilidad de las gentes a cambio de mayo- 
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res deberes de formación, participación y 
concertación a todos los niveles de la em, 
presa. La nueva frontera de la gestión 
empresarial se llama responsabilización. 

9. Los medios son contrapeso indis- 
pensable para el funcionamiento de las 
democracias. Al mismo tiempo que es 
necesario que los periodistas se pregun- 
ten acerca de los límites justos de la Ji. 
bertad de prensa, es imperativo que la 
información escrita sea reforzada y su 
calidad sea mejorada frente al poder cre- 
ciente de la televisión. 

10. Ante el desastre ecológico se im- 
pone la responsabilidad de proteger el 
ambiente. Pero no hay que hacérse ilu- · 
siones: para evitar la muerte del planeta 
de nada sirven las imprecaciones moralistas 
contra el capitalismo de la técnica. Más 
bien habrá que acudir a las nuevas tecno- 
logías inteligentes, a la transparencia, a 
la competencia de los mercados, a un 
poder más grande de la tecnociencia con- 
vertida en virtud. 

GABRIELE INVERNIZZI 
Traducido de L'Espresso, Milán, mayo 16 de 1993. 

NORMA CONSTANZA OSPINA MOSQUERA 

Evolución histórica de la jurisdicción 
administrativa en el Derecho mexicano 

INTRODUCCIÓN 

En el análisis de la administración públi- 
ca podemos advertir que, a la par de los 
procesos de reforma administrativa, se 
han creado nuevas instituciones dentro 
del Derecho Administrativo que se ca- 
racterizan, sobre todo en esta última 
época, por buscar la eficiencia adminis- 
trativa y la salvaguarda de los derechos 
de los ciudadanos. 

El enorme fenómeno de crecimiento 
de la administración pública, al grado de 
prácticamente confundir el término go- 
bernado con el de administrado, ha re- 
percutido en la ampliación del campo de 
estudio del Derecho Administrativo, aun 
con la actual tendencia que se ha seguido 
tanto en México como en otras partes del 
mundo, orientada principalmente a la dis- 
minución de las actividades desarrolla- 
das por empresas de participación estatal 
mayoritaria y algunos otros órganos del 
llamado sector paraestatal. 

Sin embargo, el principal punto de dis- 
cusión existente entre los promotores de 
la intervención estatal en los diversos 
ámbitos de la vida social y aquellos que 
se oponen a ella, se encuentra en el au- 
mento de las actividades de la adminis- 
tración dentro de la esfera jurídica de los 

administrados, así como la mayor injerencia 
de· ésta en la conducción del desarrollo 
de los países. Lo anterior ha traído como 
consecuencia, por una parte, el "desgas- 
te" de los organismos gubernamentales, 
lo que a su vez ha ocasionado la dismi- 
nución de la legitimidad de los regíme- 
nes a los ojos de los gobernados, y, por 
otra, ha puesto en evidencia la ineficiencia 
del Estado para llevar los destinos del 
país a buen término, cuando fracasa lue- 
go de absorber funciones que no le co- 
rresponden y para la cuales no está 
realmente diseñado1• 

Lo anterior ha traído como consecuencia 
la neoliberalización de la actividad esta- 
tal, que en México no ha significado otra 
cosa que la desincorporación y repriva- 
tización de actividades que eran propias 
del Estado o que siendo de los particula- 
res llegaron a ser de éste. 

Es importante recordar en este momen- 
to que uno de los presupuestos del Estado 
de Derecho es que los ciudadanos que de 
él hacen parte, cuenten con mecanismos 
tendientes a proteger sus derechos de los 
actos de la administración, y además que 
el ordenamiento jurídico establezca los 
canales para el control de dichos actos. 

En ello pues, radica la importancia de 
la justicia administrativa, y es a la evolu- 
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